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Acta N° 112 de marzo 24 de 2009
Resuelve la Sala el recurso de apelación que la parte demandada en este proceso ejecutivo mixto iniciado por Bancolombia S.A. frente a Guillermo Ramírez Ramírez, María Clara Bustamante Aristizábal y la sociedad Económica de Materiales Ltda., interpuso contra el auto del 9 de diciembre de 2008, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.

ANTECEDENTES

En ese auto decidió el juzgado desestimar la objeción por error grave al dictamen presentado por la parte actora, correspondiente al avalúo del bien aprisionado en el proceso y, sin embargo, acoger el valor que al mismo le dio el auxiliar de la justicia que fue designado, lo que causó inconformidad en los ejecutados porque sostienen que las aclaraciones y complementaciones de un dictamen hacen parte integral del mismo y el perito nombrado por el despacho no las presentó adecuadamente; además, en ninguno de los peritajes allegados se tuvo en cuenta que el mercado inmobiliario en Santa Rosa de Cabal es atípico en la medida que allí un inmueble puede tener un mayor precio que otro, de similares condiciones, en Pereira. En consecuencia interpusieron recursos de reposición y en subsidio de apelación, el primero de los cuales se resolvió desfavorablemente, en tanto que el segundo se concedió.
Surtida la actuación respectiva en esta sede se procede a resolver previas las siguientes:
 


 
CONSIDERACIONES

  



Para abordar lo que es el fondo del asunto que por este medio se plantea es necesario volver la vista al trámite que se ha surtido desde cuando se profirió la sentencia que dispuso continuar con la ejecución, para ver como se incurre en una equivocación mayúscula por parte del juzgado al permitir toda una actuación que, en estricto sentido, no tenía que haberse dado.




En efecto, esa providencia quedó en firme el 20 de junio de 2008, fecha para la cual la parte demandante ya había presentado el avalúo del inmueble embargado y secuestrado; una vez ejecutoriado el fallo, con auto que se notificó el 7 de julio se corrió traslado del mismo a los demandados quienes el 10 de ese mes pidieron que se aclarara y complementara, lo que ocurrió el 29 de julio siguiente y de esa manifestación del perito se surtió traslado mediante auto que se notificó el 1º de agosto; el 6 de agosto siguiente intervinieron otra vez los ejecutados para objetar por error grave el dictamen, pero allí, no aportaron pruebas, sino que pidieron un nuevo avalúo y el juzgado accedió a ello, todo lo que derivó en la decisión que ahora se recurre.
  



En esa etapa procesal pasó por alto el juzgado una concreta previsión para los procesos ejecutivos, porque el inciso séptimo del artículo 516 del C.P.C. señala con meridiana claridad que “La contradicción del dictamen se sujetará, en lo pertinente, a lo dispuesto en el artículo 238. Sin embargo en caso de objeción, al escrito deberá acompañarse un avalúo como fundamento de la misma y no serán admisibles pruebas diferentes.”
  



Es decir, que cuando la parte demandada planteó la objeción al dictamen arrimado por la ejecutante, ha debido presentar con su escrito un nuevo avalúo y no limitarse a pedirle al juzgado que dispusiera su práctica, porque la norma no permite que se haga de esta manera en guarda de la celeridad que ha inspirado las últimas reformas al procedimiento civil, particularmente la Ley 794 de 2003 y más específicamente en lo que toca con los procesos ejecutivos, para evitar su acostumbrada dilación después de la ejecutoria de la sentencia. Lo que prevé es que, como única prueba admisible, se ponga a disposición del juez, de una vez, el nuevo avalúo.
   



En un caso en el que un ciudadano invocó la protección de su derecho fundamental al debido proceso porque un juzgado dispuso no darle trámite a su objeción por no haber presentado el avalúo que manda el citado artículo 516, dijo la Corte Constitucional que: 

“En el asunto sub examine el demandante pretende que por esta vía se revoque el auto dictado por la Jueza Civil del Circuito de Cáqueza en el proceso ejecutivo adelantado dentro del expediente del proceso ordinario N° 0236-1999, por considerar que existe error en el avalúo de dos inmuebles “disponiendo en su lugar se nombre un perito avaluador de la lista oficial de auxiliares de la justicia para que realice dicho avalúo”, cuestión que sin asomo de duda escapa de la competencia del juez constitucional, en tanto el hoy demandante no cumplió con el presupuesto señalado por la norma adjetiva (Art. 516 C.P.C.), cual es allegar con el escrito de objeción avalúo como fundamento del mismo, siendo inadmisibles otro tipo de pruebas, carga procesal que por falta de diligencia no puede ser suplida por el juez constitucional, pues sería tanto como reabrir sin justificación un debate que ya se encuentra clausurado.

…

Con fundamento en lo anterior, se puede llegar a varias conclusiones:

1. El ejecutante dentro del término previsto en la citada disposición, presentó memorial con el que allegó avalúo catastral de los predios “La Amistad” y “La Rochela”, expedido por la Tesorería General del Municipio de Choachi, cumpliendo así lo dispuesto en la norma procesal.

2. Por su parte, el apoderado del ejecutado (Juan Carlos Guevara Borbón), si bien es cierto presentó escrito manifestando su disconformidad frente a los valores propuestos por los avalúos, no allegó el requisito de procedibilidad que exige el Código de Procedimiento Civil, cual es, acompañarse un avalúo como fundamento de la objeción, no siendo admisibles otro tipo de pruebas.

El ejecutado tan sólo se limitó a manifestar en su escrito que “dentro del mismo expediente obra experticio elaborado por auxiliares de la justicia en los cuales se da respaldo a lo planteado”, lo cual resulta ser insuficiente, en tanto la norma procesal es perentoria al señalar como presupuesto de procedencia del escrito de objeción, el acompañamiento de un dictamen realizado por un experto en igualdad de condiciones que la parte ejecutante, carga procesal que debió asumir en la oportunidad que el procedimiento establece, y que no cumplió, omisión que denota falta de diligencia o incuria en la labor llevada a cabo por el profesional del derecho y que no puede pretender ser suplida por vía de tutela.

Quien alega su propia culpa (nemo auditur propriam turpitudinem allegans), para derivar de ella algún beneficio, o buscar como se pretende en este caso, reabrir una oportunidad procesal precluida, falta a la buena fe entendida como la ausencia de dolo, la conciencia de que el comportamiento que se observa es conforme al derecho, y los fines que persigue están amparados por éste
, cuestión que en la presente oportunidad se presenta, en tanto el actor manifiesta en su escrito de tutela que “por el hecho que el apoderado de mi representado en su momento no actuó en forma diligente el demandado tenga que pagar por dicha omisión con grave perjuicio irremediable a su patrimonio.
” 

3. La Jueza Civil del Circuito de Cáqueza, al constatar que el escrito de objeción se presentó sin la plenitud de las formalidades que el ordenamiento jurídico le imponía al ejecutado, dispuso de manera acertada no darle trámite al escrito presentado, acogiendo en sana lógica el dictamen presentado por el apoderado del ejecutante, actuación que desde la perspectiva constitucional, no merece ningún tipo de reproche, es decir, no resulta constitutiva de una vía de hecho, pues no se trata de una decisión caprichosa o arbitraria.

Mal haría el juez constitucional en suplir la omisión en la que incurrió el apoderado del señor Juan Carlos Guevara Borbón, quien debió actuar con mesura y diligencia en la labor profesional
 encomendada en el proceso ejecutivo iniciado en el expediente del proceso ordinario N° 0236-1999, pues se trata de una oportunidad procesal que, se reitera, ha fenecido y no puede ser revivida por vía de amparo constitucional, quedando solamente habilitadas la vía disciplinaria para sancionar la falta y la vía civil para reparar el daño”. 

  



Así puestas las cosas, de haber seguido el juzgado la senda trazada por la norma en cita, no se hubiera propiciado todo el trámite que vino luego y que desembocó en el auto que ahora es motivo de alzada y que, en todo caso, por varias razones se mantendrá:
  



La primera, porque de acuerdo con lo dicho la objeción fue mal propuesta, porque si lo que se pretendía era hacerle ver al juez que el experto que rindió el primer dictamen se equivocó, no cabía prueba diferente a un nuevo avalúo pero ya diseñado que a la parte le correspondía allegar; como no lo hizo, quedaban sin fundamento sus apreciaciones y, por tanto, lo propio era que se avalara el primer trabajo, salvo, claro está, que el juez lo hubiera estimado irrisorio o ajeno a la realidad procesal, lo que no se evidencia en este caso, porque al contrario, la parte demandante en lugar de proceder a tomar como base el avalúo catastral, se valió de un experto que le diera al predio el valor que justamente le correspondía. 

  



La segunda, porque basta ver que el perito designado por el juzgado coincidió en buena medida con el primer experto sobre el avalúo; apenas sí aumento un poco el valor del bien y fue este monto el que el juzgado tuvo en cuenta al final, no obstante que no accedió a la objeción por error grave, por considerar que por el paso del tiempo se justificaba el mayor precio.  Esta decisión, a pesar de lo dicho inicialmente, no se puede modificar para no hacer más gravosa la situación del apelante único.
Y la tercera, porque no es razón para derruir el auto protestado el hecho de que desde el primer avalúo hasta esta fecha haya transcurrido algún tiempo, porque si así ha sucedido es por la actuación de la misma parte que apela y esas son vicisitudes que deben soportar quienes se enfrentan en este tipo de litigios. 
No sobra decir que la sola afirmación de los demandados acerca de que el mercado inmobiliario en Santa Rosa de Cabal es singular y no puede compararse con el de otras ciudades, incluso Pereira, no es un factor determinante en este caso, si bien los dos dictámenes que se aportaron dieron razonada cuenta de la ubicación del inmueble, de su delimitación y el vecindario, de su estrato, de la infraestructura urbana, de las vías de acceso, de su área y topografía, y de sus características en particular.
Por donde se mire el asunto, entonces, la objeción tenía que fracasar y, por tanto, el auto será confirmado sin que haya condena en costas porque así lo establece el numeral 5° del artículo 392 del C. de P. Civil. 
DECISIÓN

En armonía con lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, CONFIRMA el auto protestado.

Sin costas.
Notifíquese

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� C-083 de 1995, M. P. Carlos Gaviria Díaz.


� Folio 31 del cuaderno de primera instancia.


� Ley 1123 de 2007 “Por la cual se establece el Código Disciplinario del Abogado”. El artículo 37 dispone: “Constituyen faltas a la debida diligencia profesional: 1. (...) dejar de hacer oportunamente las diligencias propias de la actuación profesional (...)”


� Sentencia T-981/07
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